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FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME Nº 35/17
CASO 12.713
JOSÉ RUSBEL LARA Y OTROS
(Colombia)

I. Resumen del caso 

	Víctima (s): José Rusbel Lara, Rusbel Dair Lara Tuay, Duvian Ferley Lara Tuay, Ana Dirley Lara Tuay, Hercilia Lara Albarracín y Sindy Rubiela Lara Albarracín
Peticionario (s): Asociación para la Promoción Social Alternativa (MINGA)
Estado: Colombia
Informe de Fondo Nº: 35/17, publicado el 21 de marzo de 2017
Informe de Admisibilidad Nº: 70/09, publicado el 5 de agosto de 2009

Medidas cautelares: MC 218/02, otorgada el 29 de julio de 2002
Temas: Acceso a la justicia / Adoptar disposiciones de derecho interno / Conflicto armado / Debido proceso legal / Defensores y defensoras de derechos humanos / Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias / Garantías judiciales y la protección judicial / Impunidad / Integridad personal / Investigación / Obligación de respetar los derechos / Paramilitares, parapoliciales / Vida / Violencia
Hechos: El caso se refiere a la ejecución extrajudicial del defensor de derechos humanos José Rusbel Lara, miembro del Comité Regional de Derechos Humanos “Joel Sierra” y beneficiario de medidas cautelares de la CIDH desde julio de 2002, el 8 de noviembre de 2002 por miembros del grupo paramilitar “Bloque Vencedores de Arauca” en Tame, Arauca, Colombia, y al hecho de que el Estado no investigó adecuadamente los hechos, incluyendo su decisión de extraditar una de las personas vinculadas a la investigación a los Estados Unidos de América.

Derechos violados: La Comisión concluyó que el Estado era responsable por: la violación del derecho a la vida consagrado en el artículo 4(1) de la Convención Americana en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado en perjuicio de José Rusbel Lara; la violación del derecho a la integridad personal consagrado en el artículo 5(1) de la Convención Americana en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado en perjuicio de José Rusbel Lara; la violación de las garantías judiciales y la protección judicial consagradas en los artículos 8(1) y 25 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1(1) y 2 del mismo Tratado en perjuicio de los familiares de José Rusbel Lara: Rusbel Dair, Duvian Ferley y, Ana Dirley, todos ellos de apellido Lara Tuay; Hercilia Lara Albarracín y Sindy Rubiela Lara Albarracín; la violación del derecho a la integridad personal consagrado en el artículo 5(1) de la Convención Americana en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado en perjuicio de los familiares de José Rusbel Lara: Rusbel Dair, Duvian Ferley y, Ana Dirley, todos ellos de apellido Lara Tuay; Hercilia Lara Albarracín y Sindy Rubiela Lara Albarracín. 


II. Recomendaciones 

	Recomendaciones
	Estado de cumplimiento en el 2018

	1. Reparar integralmente las violaciones a derechos humanos declaradas en el presente informe tanto en el aspecto material como moral sufridas por las víctimas del caso que incluyen a los hijos del Sr. José Rusbel Lara así como a los demás familiares a los que se hace referencia en el informe y que asumieron el cuidado de sus hijos tras su muerte. 
	Cumplimiento total


	2. Desarrollar y completar una investigación judicial imparcial, completa y efectiva, de manera expedita, con el objeto de esclarecer las circunstancias de la muerte del Sr. José Rusbel Lara; investigar de manera exhaustiva las líneas lógicas de investigación en relación al caso e identificar a todas las personas que participaron en los diferentes niveles de decisión y ejecución, y aplicar las sanciones correspondientes. Como parte de esta recomendación el Estado deberá adoptar medidas de carácter legislativo, institucional y judicial orientadas a asegurar la continuidad de los procesos regidos en el marco de la Ley de Justicia y Paz respecto de aquellos desmovilizados que han sido extraditados. 
	Cumplimiento parcial

	3. Disponer las medidas administrativas, disciplinarias o penales correspondientes frente a las acciones u omisiones de los funcionarios estatales que contribuyeron a la denegación de justicia e impunidad en la que se encuentran los hechos del caso. 
	Cumplimiento parcial

	4. Adoptar medidas de carácter legislativo, institucional y judicial orientadas a reducir la exposición al riesgo de las defensoras y defensores de derechos humanos que se encuentran en situación de riesgo. En ese sentido, el Estado debe: 
	Cumplimiento parcial

	4.1 Fortalecer la capacidad institucional para combatir el patrón de impunidad frente a casos de amenazas y muertes de defensoras y defensores, mediante la elaboración de protocolos de investigación que teniendo en cuenta los riesgos inherentes a la labor de defensa de los derechos humanos permitan un desarrollo exhaustivo de la investigación bajo esta hipótesis.
	Cumplimiento parcial

	4.2 Desarrollar medidas adecuadas y expeditas de respuesta institucional que permitan proteger eficazmente a defensoras y defensores de derechos humanos en situaciones de riesgo. En concreto, adoptar medidas para asegurar la implementación efectiva las medidas especiales de protección dictados por los órganos del sistema interamericano.
	Cumplimiento parcial


III. Actividad Procesal
1. El 26 de julio de 2018 la CIDH solicitó información actualizada sobre el cumplimiento al Estado, y el Estado solicitó una prórroga el 14 de septiembre. La CIDH concedió dicha prórroga el 18 de septiembre de 2018. A la fecha de cierre de este informe, la Comisión no había recibido dicha información por parte del Estado. 

2. La CIDH solicitó información actualizada sobre el cumplimiento a los peticionarios el 13 de septiembre de 2018. A la fecha de cierre de este informe, la Comisión no había recibido dicha información por parte de los peticionarios. 
IV. Análisis relativo a la información proporcionada

3. En 2018, ninguna de las partes proporcionó información a la Comisión sobre las acciones adoptadas por el Estado para cumplir con las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº. 35/17. 
V. Análisis del cumplimiento de las recomendaciones
4. En relación con la segunda y tercera recomendación, en 2017, el Estado informó sobre los avances en las investigaciones seguidas a nivel interno y sobre la priorización de las investigaciones a instancias de la Fiscalía General de la Nación. De la información aportada por el Estado resulta que tres autores materiales de la muerte del señor Rusbel Lara fueron condenados. Asimismo, resulta que, respecto de los comandantes superiores del bloque paramilitar vinculado con la muerte de la víctima, dichas personas se encuentran vinculadas a procesos penales, la mayoría en el marco de la Ley de Justicia y Paz. Por otra parte, el Estado indicó que en el marco de las investigaciones adelantadas no han surgido elementos que permitan establecer la presunta obstrucción y denegación de justicia en el caso. El Estado agregó que, como consecuencia de ello, no ha existido la necesidad de disponer de medidas administrativas, disciplinarias o penales al respecto
.
5. En 2015, los peticionarios informaron que los avances en la investigación han sido precarios. Señalaron que se ha concertado exclusivamente en los perpetradores materiales, es decir en paramilitares ya condenados por otros hechos, descartando abrir líneas de investigación para establecer la eventual responsabilidad de los agentes estatales que facilitaron, apoyaron y cohonestaron la consolidación de la estructura paramilitar responsable del homicidio de José Rusbel Lara. Informaron también que la investigación tampoco se ha ocupado de establecer quienes fueron los determinadores de ese homicidio ni la existencia de eventual responsabilidad penal y/o disciplinaria de los funcionarios públicos que omitieron cumplir las medidas de protección que ordenó la CIDH.
6. En 2017, la CIDH valoró positivamente los avances en las investigaciones y procesos penales seguidos por la muerte del señor Rusbel Lara
. Al mismo tiempo, la Comisión nota que no cuenta con información actualizada sobre el estado actual de las investigaciones e insta al Estado a brindar información específica sobre las mismas. Por lo anterior, la Comisión considera que las Recomendaciones 2 y 3 se encuentran parcialmente cumplidas. 
7. Respecto de la cuarta recomendación, en 2017, el Estado presentó amplia información sobre las acciones implementadas en materia de protección de defensores y defensoras de derechos humanos en Colombia, incluyendo: la creación e implementación de la Unidad Nacional de Protección, mediante el Decreto Nº 4065 de 2011, con programas diseñados para la protección de defensores y defensoras de derechos humanos; la adopción del Decreto Nº 1066 de 2015 – Programa de Prevención y Protección de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de determinadas personas; la actualización del Programa de Protección de personas en riesgo; la adopción de una Política Pública para la Garantía de la Defensa de Derechos Humanos, entre otras
. Asimismo, el Estado indicó que el 31 de mayo de 2016 remitió a los representantes de los familiares de la víctima un proyecto de resolución de la Unidad Nacional de Protección. Ello a efectos de establecer un protocolo para la notificación y el levantamiento de medidas cautelares o medidas provisionales en el sistema interamericano, en los casos en los cuales los estudios de riesgo de las personas beneficiarias ponderen un riesgo ordinario. El Estado sostuvo que se encuentra a la espera de las observaciones de los peticionarios sobre el proyecto de resolución enviado, pero que en aquel momento, aún no se ha recibido dichas observaciones
.
8. En 2015, los peticionarios insistieron en que la realidad muestra la persistencia de crímenes y agresiones de diferente tipo contra los defensores de derechos humanos, lo que pone en evidencia las limitaciones de la política oficial actual de protección del Estado colombiano.
9. La CIDH valora las políticas implementadas en materia de protección de defensores y defensoras de derechos humanos en Colombia. Asimismo, la Comisión toma nota de que el proyecto de resolución de la Unidad Nacional de Protección respecto del protocolo mencionado se encuentra a la espera de recibir las observaciones de los peticionarios
. En vista de lo expuesto, la CIDH considera que el Estado ha adoptado medidas relevantes en materia de protección de defensores y defensoras de derechos humanos
. Sin perjuicio de ello, en el marco de sus funciones de monitoreo temático y geográfico durante el 2018 la CIDH ha continuado recibiendo información sumamente preocupante sobre la continuidad de amenazas y asesinatos contra defensoras y defensores de derechos humanos en el país
. En este sentido, la Comisión continuará supervisando el impacto concreto de dichas medidas en la no repetición de hechos como los del presente caso y reitera su llamado al Estado a tomar medidas para proteger a quienes defienden los derechos humanos en Colombia. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 4 se encuentra parcialmente cumplida. 

VI. Nivel del cumplimiento del caso 

10. Por lo anterior, la Comisión concluye que el nivel de cumplimiento del caso es parcial. La Comisión valora los esfuerzos desplegados por ambas partes para desarrollar un diálogo y proceso constructivo hacia dicho cumplimiento. En este mismo sentido, la CIDH saluda la voluntad del Estado a adoptar medidas concretas para implementar las recomendaciones de la CIDH. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el cumplimiento las recomendaciones 2, 3 y 4. 

VII. Resultados individuales y estructurales del caso 

11. En esta sección se destacan los resultados individuales y estructurales del caso informados por las partes. 
A. Resultados individuales del caso

Medidas de compensación pecuniaria 

· Indemnizaciones pagadas mediante Resolución Nº. 1590 del 27 de diciembre de 2016 a Ana Dirley Lara Tuay ($237.896.488,00 COP), Duvian Ferley Lara Tuay ($247.767.569,00 COP), Rusbel Dair Lara Tuay ($229.062.663,00 COP), Sindy Rubiela Lara Albarracín ($106.654.636,00 COP) y Hercilia Lara Albarracín ($110.209.791,00 COP). 
Medidas de satisfacción 
· Acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional y perdón público celebrado, en concertación con los familiares y representantes de las víctimas, el 7 de noviembre de 2014 en el parque principal del municipio de Tame. El acto fue presidido por el Ministerio del Interior de Colombia y contó con la participación de los familiares del señor Rusbel Lara
. 

· Placa conmemorativa en memoria del señor Rusbel Lara como defensor de derechos humanos develada durante el acto de reconocimiento de responsabilidad internacional el 7 de noviembre de 2014 en el parque principal de Tame, Arauca, con participación de las autoridades mencionadas arriba. La inscripción de la placa fue escrita por el hijo de la víctima. 

B. Resultados estructurales del caso

Políticas públicas 

· Aprobación del Decreto Nº 1066 de la Presidencia de la República de 26 de mayo de 2015, “Programa de Prevención y protección de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de determinadas personas”. 

· Realización de 2.648 estudios de nivel de riesgo a defensores de derechos humanos por parte de la Unidad Nacional de Protección desde la creación del Programa de Prevención y protección de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de determinadas personas en 2015 hasta septiembre de 2016. 

· Implementación de la Política Pública para la Garantía de la Defensa de los Derechos Humanos, en abril de 2013, la cual tiene coma objetivo estratégico “Garantizar de manera integral el derecho a la defensa, promoción y realización de los derechos humanos” y define programas, estrategias y líneas de acción en prevención, protección y garantías de no repetición. A su vez, contiene acciones dirigidas a mejorar la capacidad de respuesta del Estado, a apoyar el incremento de las capacidades de las organizaciones sociales territoriales para su legítimo ejercicio de defensa de los derechos humanos y a aportar a un reconocimiento social e institucional de la labor de los defensores de derechos humanos, líderes sociales y comunales.
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� CIDH, Comunicado de prensa 155/18 - � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/155.asp" ��CIDH expresa su alarma por los asesinatos y condena la violencia contra personas defensoras de derechos humanos y líderes sociales en Colombia�. Washington, DC, 19 de julio de 2018.   
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